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        "The pundits of politics and the nabobs of news have left us ignorant of these rules. They are content to blame the doers of evil without inquiring why the worlds of politics and business seem to succor miscreants or to turn good people into scoundrels. That's why we are still asking the same old questions".

         Bruce Bueno de Mesquita y Alastair Smith

         The Dictator's Handbook

        
	


		
			Introducción

			Las buenas personas

			La lucha contra la corrupción se enfrenta a una paradoja peculiar: escándalos más visibles llevan a la gente a suponer que la situación está empeorando1, cuando la realidad es que el escándalo es una muy buena señal de que la tolerancia a las malas prácticas ha disminuido. Como consecuencia de la impresión negativa los inversionistas corren despavoridos y el público, desencantado de las instituciones, pierde la fe en su propia capacidad de hacer algo respecto al problema. Esta percepción incluso puede llevar a muchos a justificar sus propios actos de corrupción con la excusa de que se trata de una práctica generalizada: «si todos lo hacen, ¿por qué yo no?». Así pues, una de las armas más importantes en esta batalla, el escándalo ante la corrupción, resulta ser una espada de doble filo.

			Esta paradoja es consecuencia de un error común, un prejuicio que puede nombrarse como una de las principales circunstancias que permiten la proliferación de malas prácticas: la generalización por asociación y el énfasis en el quién en lugar del cómo. Cuando los escándalos llevan a creer que la corrupción es algo que todos hacen («todos los políticos son corruptos») se trata de esta forma de pensar en acción, pero también se pueden notar los efectos del prejuicio en el sentido contrario, cuando es aún más grave, en un razonamiento que puede expresarse así: «no puedo creer que esta persona sea corrupta; si lo conozco, si he almorzado con él, si lo he tenido comiendo en mi casa, si nos topamos siempre en el mismo club, si va a misa todos los domingos, si es de mi clase social y comparte mis valores». Esta lista acaba siempre en la misma conclusión apresurada: «pero si es una buena persona».

			El error de fondo es creer que la corrupción es una lucha entre las buenas personas e individuos sin principios ni valores. Es cierto que no llegará nunca el día en que no haya que estar en guardia contra ladrones y estafadores, pero lo que aquí nos interesa no son los individuos inescrupulosos, capaces de cualquier cosa, sino las personas comunes y corrientes que no son ni santos ni diablos, que obedecen a incentivos; nos interesa lo que puede ocurrirles cuando esos incentivos están mal puestos y lo que debe hacerse para prevenir que sean corrompidos. Porque en esta discusión es importantísimo tener presente —y, sin embargo, con frecuencia se olvida— que ahí donde se encuentra a un corrupto se encuentra también un agente corruptor. No puede pretenderse solucionar este problema apelando a la ética personal sin hacerse cargo de lo que corrompe. Cuando uno mira por la ventana en la mañana y ve que llueve, no se queda en la casa esperando a que la medicina encuentre la cura milagrosa contra el resfrío que se podría contraer por salir en el mal tiempo, sino que uno se pone bufanda e impermeable para prevenir las condiciones en las que el resfrío se producirá: esperamos proponer algo así; no un antídoto definitivo e infalible que lidie con la naturaleza humana, sino medidas que minimicen el riesgo lo más posible. En este sentido, podríamos mencionar que no fue el descubrimiento de los antibióticos lo que llevó a la explosión demográfica del siglo XX, en primera instancia, sino el mejoramiento de las condiciones higiénicas en las ciudades; igualmente, no hay que esperar a que el hombre se vuelva inmune a los incentivos perversos, sino que hay que crear las condiciones para evitar que se enferme.

			Así pues, nos parece que el primer problema que debemos tratar, antes de entrar de lleno en el amplio debate que existe sobre corrupción, es que preguntarse por la falta de integridad moral de quienes caen en malas prácticas o alabar la virtud de aquellos que se mantienen por encima es algo que debe quedar para otro día. Lo importante no es quién hace las cosas, si es bueno o malo, sino cómo se hacen y cómo deben hacerse para asegurar que, sea quien sea que las haga, se pueda asegurar su comportamiento correcto. En consecuencia, haremos también la siguiente afirmación: la corrupción no solo es un problema personal, sino también institucional.

			Pero tal vez deberíamos preocuparnos, incluso antes, por aclarar qué es corrupción. No es fácil llegar a acuerdo sobre el sentido del término, como afirma Klitgaard2, en parte porque queremos abarcar con él muchas prácticas distintas para las cuales es imposible encontrar un único factor común. Una definición tentativa, variaciones de la cual pueden encontrarse con frecuencia, es “el abuso de la autoridad conferida por un cargo público para el enriquecimiento propio”. Pero esta definición se vuelve problemática de inmediato: ¿es un fenómeno exclusivo del sector público? ¿Es siempre con el fin de enriquecerse? En realidad, aunque en la última década la corrupción ha recibido un tratamiento cada vez más extenso cuando se trata de proponer medidas preventivas o evaluar su impacto, el concepto mismo ha recibido poca atención3. Tampoco es nuestro objetivo intentarlo ahora, pero vale la pena hacer notar que persiste esta dificultad mientras que el hecho mismo es ampliamente discutido. En 2013 “WIN/Gallup International encuestó a casi 70.000 personas en 69 países. La corrupción fue estimada como el problema más importante en el mundo”4. En Latinoamérica y el Caribe, entre un 80 y un 97% de los jóvenes entre 18 y 24 años afirma que la corrupción “es un problema” en los siguientes sectores: educación, salud, sistema judicial, medios de comunicación y policía, mientras que solo un 1% considera que no es un problema en ninguno de estos5.

			Mientras tanto, en Chile, un 80% considera que somos un país corrupto y un 7% afirma haber pagado “una coima para hacer un trámite u obtener un servicio público”6. Del 2012 al 2015 la percepción de que los organismos públicos son “muy corruptos” ha aumentado de un 15 a un 57%7: ¡en tres años! ¿Y quién se extraña de que sea así? De un tiempo a esta parte resulta casi imposible abrir un diario sin encontrar algún artículo sobre corrupción; nombres como SQM o Compagnon, que hace algunos años eran totalmente desconocidos, hoy provocan un rechazo universal; la palabra “colusión” ha adquirido un timbre verdaderamente siniestro y se puede contar siempre con que algún parlamentario, algún gran empresario o algún partido político dé motivos de indignación cuando salen a la luz nuevos hechos.

			En este marco, es asombroso que no podamos dar en el clavo cuando queremos definir lo que tanto nos preocupa. ¿Cómo podemos pretender combatirla, por mucho que nos preocupe, si no sabemos decir exactamente en qué consiste? Un primer problema es que intentar comprenderla dentro del marco legal deja fuera un gran número de comportamientos que nos interesa considerar corruptos. Un ejemplo paradigmático de corrupción, por ejemplo, es el cohecho, pero la ley chilena considera que lo comente quien ofrece, y quien solicita o acepta, en su condición de funcionario público, dinero a cambio de realizar u omitir un acto que forma parte de sus funciones8. ¿Acaso solo se puede sobornar a funcionarios públicos?

			Lo cierto es que la corrupción ha dejado de percibirse como un problema exclusivo del sector público. A partir del caso Enron, las empresas privadas también deben hacerse cargo de la existencia de malas prácticas que han permitido en su seno, en particular al considerar los efectos que han tenido movimientos sociales como Occupy Wall Street y la indignación ciudadana dirigida en contra del sector financiero tras la crisis sub-prime. Pero si los Estados han tenido cientos de años para tratar la cuestión, con más o menos éxito, el mundo privado apenas estaba preparado para responder, a pesar de que muchos empresarios han sabido reconocer la urgencia con que se les exige tomar medidas.

			Hoy por hoy es imposible negar que las empresas, como actores sociales de gran importancia, tienen una responsabilidad que no pueden ignorar, so pena de pagar un enorme costo reputacional. No se deben a la sociedad en el mismo sentido que el Estado, pero ciertamente no pueden desentenderse de ella para perseguir únicamente el enriquecimiento de sus dueños y ejecutivos; es por esto que deben rendir cuentas de su manera de conducir los negocios y aceptar las consecuencias, cada día más severas, que tiene operar de espaldas al público. El concepto de ‘corrupción’, por tanto, ha llegado para quedarse en el mundo privado, y su aplicación es tan apropiada cuando se habla de una empresa como cuando se habla de una institución pública.

			Con todo, existe poca bibliografía que ayude a navegar este nuevo territorio. La mayor parte de los autores que tratan el tema sigue comentando preferentemente la corrupción pública, dedicándole al mundo privado, acaso, algún corolario por su relación con esta, pero evitando tratarla en sí misma. Es por esto que para la elaboración de este libro hemos optado por un método que podemos describir como “directo”: hemos ido a la fuente para averiguar lo que piensan los actores más importantes de esta crisis. Entrevistamos a políticos y legisladores, reguladores, empresarios, emprendedores, periodistas e incluso a expresidentes para obtener sus puntos de vista, poniéndolos en diálogo a lo largo de nuestra investigación. Sobre algunos puntos hemos obtenido perspectivas sumamente diferentes, sobre otros hay consenso, pero siempre existe la necesidad de profundizar a través de la contraposición de ideas y pensamientos.

			Naturalmente, hemos querido mantener un cierto equilibrio en la lista de nuestros entrevistados, tanto por lo que toca a la división política —pues creemos que no se trata de un tema que vaya a tener una respuesta diferente dependiendo del color de la ideología que se profese— como en lo que toca a la división entre los sectores público y privado, además de medios de comunicación. Lograr un balance perfecto es imposible, desde luego, pero quisiéramos asegurarle al lector que no es la intención de este libro lanzar acusaciones o denunciar culpas, sino diagnosticar la situación imparcialmente, analizar la cultura que hay detrás y proponer medidas que ayuden a evitar que la crisis actual que vive nuestro país se repita en el futuro. Conviene insistir, por tanto, que nuestra preocupación no está centrada en el comportamiento de individuos, buenas o malas personas, sino en los mecanismos institucionales que promueven la probidad o permiten la proliferación de malas prácticas.

			Basar nuestra investigación en las opiniones de quienes tienen algún papel que desempeñar en la lucha contra la corrupción no solo nos permite suplir la escasez de bibliografía. En alguna medida también nos dio un enfoque particularmente original del problema, no solo en el sentido de que sea novedoso, sino que es realmente cercano a la fuente, al origen. Esta metodología responde a la dificultad de definir el concepto que nos ocupa: corrupción es lo que llamamos con ese nombre, sea pública o privada; el uso de la palabra no depende de esa distinción.

			Como siempre que los beneficios inmediatos hacen perder de vista los verdaderos objetivos, lo que no entiende quien se comporta de manera corrupta es que esta forma de actuar perjudica seriamente la sustentabilidad de la institución a la que pertenece, a la larga poniendo en riesgo su misma existencia. Quizás en algunos casos se trata de individuos dispuestos a anteponer a todo lo demás su enriquecimiento personal —la imagen que tradicionalmente asociamos a esto es la del maletín lleno de dólares que pasa por debajo de la mesa—, pero los ejemplos de desidia son muchos menos de los que cabría esperar: la inmensa mayoría de las veces lo que ocurre es simplemente que las ventajas inmediatas hacen olvidar la perspectiva de largo plazo. No se trata de que la falta de escrúpulos se apodere de los codiciosos, sino de que es demasiado fácil perseguir incentivos mal puestos cuando no se toman medidas para prevenirlo con anticipación.
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			I

			El estado de la cuestión

			“Es difícil conseguir que alguien entienda algo cuando su salario depende de no entenderlo”.

			Upton Sinclair

		

	
		
			Corrupción pública y privada

			Uno de los problemas recurrentes al definir corrupción, como vimos, es diferenciar la pública de la privada. Tradicionalmente se ha considerado que la corrupción es ante todo un problema de las instituciones públicas, no obstante que suceda frecuentemente entre un funcionario y un privado. Sergio Espinosa, entrevistado para este libro, sostiene: “Parte del problema es que los privados lo perciben como un asunto solo público; dicen «los políticos son corruptos, la policía es corrupta» y no se detienen a pensar, «bueno, ¿y quién los corrompe?»”. De hecho, para que se cumpla el ejemplo clásico de corrupción —el soborno de funcionarios públicos para obtener beneficios ilícitos— se necesita la participación de agentes privados: se soborna a un fiscalizador para que haga la vista gorda, a un legislador para conseguir leyes favorables, a un juez para que pase la sentencia deseada, etcétera. Las agendas anticorrupción de diversos gobiernos han pretendido lidiar con estos ejemplos paradigmáticos desde los tiempos de Pericles y ya los primeros cientistas políticos de Occidente, si podemos llamarlos así, Platón y Aristóteles, propusieron maneras de disminuir o eliminar estos riesgos, problematizando la relación entre la política y el dinero, como señaló el expresidente Ricardo Lagos en conversación para este libro9. El problema esencial, según Jorge Awad, empresario y ex dirigente gremial, es “la debilidad de la política ante el dinero”:

			“En definitiva, no hay conciencia de que hay un bien público o un bien social, llamado política, y que hay que financiarlo. Por ahí entra la corrupción en nuestro sistema”.

			Pero la corrupción pública ha existido siempre donde han existido gobiernos. El fenómeno ha sido ubicuo y perenne, llegando a causar a veces el fracaso de imperios. Otro ejemplo concierne a la Revolución Americana, que según puntos de vista contemporáneos podría haberse evitado si el Parlamento británico, donde cada escaño tenía un valor de mercado bien conocido, no hubiese estado sumido en la corrupción: “‘Cuando considero’, escribió [Benjamin] Franklin a Galloway, ‘la extrema corrupción prevalente entre todas las órdenes de este viejo y podrido Estado, con sus inútiles e innumerables palacios, enormes salarios, pensiones, beneficios, sobornos, disputas sin fundamento, tontas expediciones, cuentas falsas o falta de cuentas, contratos y trabajos que devoran todo retorno, no veo beneficio alguno en una unión más cercana’”10. Un Estado corrupto puede, en efecto, alienar a sus súbditos al punto de causar una revolución, como puede comprobarse también en los casos de Francia, Rusia y China. En términos parecido lo expresó el expresidente Sebastián Piñera:

			“La corrupción es un fenómeno que ha acompañado a los gobiernos y los países a lo largo de la historia y la única manera de terminar con ello es encontrar medidas efectivas para minimizar sus efectos. La obtención de rentas sobrenormales a través del aprovechamiento de posiciones de poder o la introducción de limitaciones o restricciones artificiales es siempre una tentación. Ya lo decía Adam Smith: ‘Los comerciantes del mismo rubro rara vez se reúnen, incluso para entretenimiento y diversión, pero la conversación termina en una conspiración contra el público, o en alguna estratagema para aumentar los precios’”.

			Chile no es una excepción. Los escándalos de corrupción han acompañado a nuestra historia desde el comienzo de la lucha por la independencia, con el llamado Escándalo Scorpion, que causó la caída del gobernador García Carrasco y precipitó, así, la Primera Junta de Gobierno11. Es importante tener presente que la corrupción ha sido siempre parte de nuestra historia pues existe la percepción de que Chile, en alguna medida, se libra de lo que se percibe como la norma latinoamericana de Estados corruptos (aunque desde el año 2000 ha caído en el ranking internacional, la tendencia histórica ha sido que la percepción de corrupción sea marcadamente menor a la de nuestros vecinos12). Al respecto, el senador Carlos Montes señala:

			“Creo que esto es importante ubicarlo históricamente. Se olvida que en las primeras elecciones en Chile los alcaldes se elegían por subasta pública, y muchas veces quedaban vacantes los cargos cuando nadie ofrecía el mínimo. [...] Cuando se amplió el universo electoral, sencillamente se compraban los votos, y después se encontraron maneras más indirectas de influir en las elecciones. Creo que ahora estamos viviendo un momento parecido a esa época, en que las influencias se perciben como algo mucho más natural de lo que se llama corrupción”.

			En este sentido, la corrupción es en esencia una manera de relación entre el sector público y el privado. Es importante tener en cuenta el factor histórico puesto que pone en relieve que no se trata meramente de hechos aislados que ocasionalmente remecen a las instituciones, sino de elementos propios de la relación público-privada donde fallan los controles.

			Contra lo que podría indicar un análisis superficial, la corrupción no siempre sucede en busca del puro beneficio pecuniario y personal. Un policía que adultera evidencias para asegurar la condena de un sospechoso cae en un comportamiento corrupto, pero no busca con ello beneficiarse o llenar sus bolsillos, sino satisfacer su sentido de la justicia13. Del mismo modo, un político que acepta contribuciones poco transparentes para su fondo de campaña puede creer que con ello se asegura una posición desde la cual hacer el máximo bien al país y, tal vez, desestima la influencia que tendrán sobre él esos contribuyentes. Aunque en estos dos casos las motivaciones sean aparentemente buenas, el daño que producen a las instituciones es considerable, pues debilitan la integridad de estas volviendo más relevante el quién hace que el cómo se hace. Igualmente, por estimable que sea la intención, se genera una cultura de desatención a los procedimientos y de comportamiento furtivo que puede llegar a tener consecuencias gravísimas. Ya examinaremos en detalle las características de esta cultura.

			A veces la corrupción se refiere al mal uso de bienes públicos. En estos casos es posible que se trate de un único funcionario que cae en malas prácticas, que pueden ser ilegales o no. En 2009 se puso en discusión la renuncia de la ministra de salud de Alemania, Ulla Schmidt, después de que su automóvil ministerial fue robado mientras la ministra estaba de vacaciones en España14. En Chile nos enfrentamos a un caso similar cuando la subsecretaria de transportes en 2008, Elinett Wolff, tuvo que renunciar a su cargo por haber utilizado el automóvil ministerial para transportar frambuesas, destinadas a la venta en un negocio familiar. Estos casos ilustran perfectamente las características de este tipo de corrupción. También representan un ideal de probidad al que sería bueno aspirar y es un ejemplo espectacular de la relevancia que ha adquirido el combate de la corrupción en la conciencia de la ciudadanía en todo el mundo.

			En los ejemplos que hemos considerado hasta ahora parece tratarse de una persona que, con diversas motivaciones, cae en malas prácticas que dañan a la institución a la que pertenece. Sin embargo, cuando un funcionario público es corrompido suele haber alguien que lo corrompe. Desde luego, esa persona puede ser también un funcionario, tal vez alguien de rango superior que ofrece “plata o plomo” (o su equivalente en contextos más pacíficos, “plata o despido”) a su subalterno. En algunos casos no hace falta que exista la intención de enriquecerse —como en tantos casos de funcionarios, electos o no, que desvían fondos públicos para uso privado—, pueden ser los propios objetivos de la institución los que incentiven malas prácticas. Consideremos un ejemplo controvertido: las denuncias de Edward Snowden quisieron mostrar que los objetivos de la N.S.A. (Agencia Nacional de Seguridad, por sus siglas en inglés), por su naturaleza, incentivaban comportamientos al margen de la regulación, incluyendo el espionaje de ciudadanos y de gobiernos de países aliados de los EE.UU. Aquí vemos también que no es necesariamente la falta de escrúpulos lo que produce la corrupción, sino un mal manejo de los incentivos institucionales.

			Otra forma de corrupción entre funcionarios públicos es la influencia ilegítima entre Estados. Como apuntó el senador Carlos Montes, durante muchos años tanto la Unión Soviética como la CIA aportaron montos de dinero considerables a la política chilena, con fines geopolíticos evidentes. Esta forma de corrupción suele ir acompañada de motivaciones ideológicas (aunque, desde luego, no es necesario), por lo que elaborar medidas para prevenirla es mucho más difícil que en circunstancias normales.

			Los ejemplos que hemos considerado hasta ahora han sido de corrupción pública entre funcionarios públicos. Pero el corruptor puede ser también un privado. En agosto de 2015 se condenó a la constructora Pehuenche por soborno en su relación con la Municipalidad de Santiago. Se trata de un ejemplo clásico de pago a funcionarios públicos a cambio de favores. La empresa se benefició recibiendo un contrato y múltiples aplazamientos de la fecha de término de las obras que debía realizar, además de fondos “extra”, que terminaron inexorablemente en los bolsillos de los ejecutivos de Pehuenche y los funcionarios corruptos de la municipalidad15.

			Desde luego, este está lejos de ser el único caso que se haya visto en Chile en los últimos años, aunque, por cierto, el nuestro tampoco es el único país que se ha visto afectado por escándalos. El aspecto más grave de este tipo de corrupción es lo que se puede describir como la interferencia de capitales privados en el proceso democrático. En cierto sentido, el creciente aumento de los costos de campaña para los funcionarios electos, sobre todo en la rama legislativa de muchos países, ha vuelto inevitable esta interferencia. Nuevamente se trata de un problema de incentivos institucionales, aunque en este caso el riesgo es mucho mayor, ya que supone un debilitamiento del sistema representativo. Cuando un legislador acepta contribuciones a su fondo de campaña, sobre todo si estas no están transparentadas, ¿a quién debe su lealtad, en la práctica? ¿Puede aún representar a los votantes? ¿Puede votar en conciencia cuando se presenta un conflicto de intereses?

			El senador Jaime Orpis, desaforado y procesado por el caso Corpesca, ha afirmado que “nadie nunca pudo comprar mi conciencia”, a pesar de que reconoció el financiamiento ilegal de su campaña16. Ciertamente no podemos juzgar los estados de su conciencia, pero es evidente que debe quedar puesta en cuestión la capacidad del parlamentario para representar a sus electores. Aún más cuando el mismo senador debía ser parte de la comisión encargada de elegir al Fiscal Nacional, lo que da origen a uno de los peligros más grandes de esta forma de corrupción: que aquellos encargados de asegurar la probidad del Estado estén involucrados en malas prácticas. El círculo vicioso que nace de esta situación puede ser extremadamente difícil de combatir, sobre todo si falta una voluntad firme y clara, tanto por parte de la ciudadanía como por parte del Gobierno.

			El caso Caval merece una consideración especial, a pesar de que, en principio, no es diferente de cualquier otro escándalo de corrupción. Desde luego, el alto perfil político de los afectados, llegando hasta la mismísima presidencia, le da una relevancia natural, que hace empalidecer, por ejemplo, al caso Corpesca. Con todo, no es la primera vez que se ve afectado el poder ejecutivo en un escándalo: aunque el caso MOP-Gate parece pertenecer a una época lejana, sigue siendo parte de nuestra historia reciente. Pero las acciones de Compagnon, desde el comienzo del caso hasta la reciente formalización de la nuera de la presidenta Bachelet, han tenido una carga particularmente negativa ante la opinión pública. Si bien la presidenta ha salido relativamente bien librada, considerando que la situación política no ha llegado a los extremos de Brasil, en que cayó el gobierno a raíz de la involucración de Dilma Rouseff, lo cierto es que la confianza en las instituciones ha sufrido un golpe dramático. Tal vez el factor crucial no es tanto la aparente corrupción de los familiares de Bachelet, sino la impresión de que no existe medida de control alguna para moderar las ambiciones de estas personas, que se realizan a costa del público general. El hecho de que empresarios considerados miembros de la élite chilena traficaran influencias a este nivel, según se cree, ha generado en los ciudadanos un clarísimo sentimiento de impotencia. En algún sentido, las acusaciones en contra del desaforado senador Orpis son muchísimo más graves, pues sería él mismo el autor de la corrupción, pero la opinión pública no deja de pensar en el senador como “un político corrupto más”, mientras que el caso Caval se percibe como una red de “intocables”, más allá del alcance de la justicia, que han estado beneficiándose de la ingenuidad de los ciudadanos.

			Algo similar ocurre con el caso de la aerolínea LAN en argentina, que arrastró consigo al ex presidente Piñera. Según el estudio Interbarómetro, de la Universidad Central, en septiembre de 2016, “Sebastián Piñera aparece fuertemente asociado a la etiqueta corrupción, con un 21,9% de las menciones que lo vinculan. Siguiendo esta tendencia, el análisis semántico muestra que las palabras más asociadas al ex presidente son ‘Lan’ y ‘Argentina’”17. Nuevamente, podemos decir que el precandidato presidencial ha salido más o menos indemne de esta situación, dado que sigue siendo un referente para la oposición y posible contendor de la presidencia en las próximas elecciones, sin embargo, deducimos que lentamente se va desgastando así la reputación de la política en general y las instituciones de gobierno en particular, puesto que —como puede apreciarse en el estudio citado— el gobierno, los políticos, los partidos, las empresas y el sistema democrático en su conjunto traen inmediatamente a la mente ideas de corrupción y prácticas indebidas. Los riesgos que implica este desgaste son evidentes: en un sentido u otro, la reacción a la pérdida de confianza en las instituciones siempre es extrema, cuando no se procura remediar a tiempo el problema, como demuestran abundantes ejemplos históricos.
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